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Este libro documenta el contexto y un caso emblemático 
de tortura, detenciones ilegales y arbitrarias que culmi-
nan con el transfemicidio de Leonela Zelaya. Leonela 
era una mujer trans, trabajadora sexual, VIH-positiva, 
diagnosticada con tuberculosis y en condición de pobre-
za debido a la exclusión social. Este documento se basa 
en una recopilación de evidencia proporcionada por el 
Centro de Monitoreo de Medios de Comunicación que 
integra el Observatorio de Violencia Social y de Género 
de la Red Lesbica Cattrachas.

El propósito de este libro es visibilizar el contexto 
de violencia, discriminación y estigmatización que han 
enfrentado —y siguen enfrentando— tanto las perso-
nas LGBTTI como los activistas y defensores de de-
rechos humanos en Honduras desde 1997 a la fecha. 
Esta violencia ha sido permisiva desde el propio Esta-
do, influenciado por fundamentalistas religiosos y sec-
tores conservadores con apoyo de algunos medios de 
comunicación, los cuales han contribuido a construir 
un imaginario social en que se niegan los derechos hu-
manos de las personas LGBTTI, considerándolas una 
amenaza para la sociedad y la familia, lo que las con-
vierte en víctimas susceptibles de ser agredidas. 

En este contexto, se aprobaron leyes que restringen 
los derechos de las personas sexo-género-diversas y fo-
mentan su estigmatización, como la Ley de Policía y 
Convivencia Social. Esta norma facultó a los funciona-
rios del orden público para detener cualquier a persona 
que se encontrara “vagando de manera sospechosa” 
o representara un “riesgo para la moral y las buenas 
costumbres hondureñas”. La implementación de esta 
ley tuvo un impacto desproporcionado en las personas 
LGBTTI en el país, ya que sirvió como un detonante 
para las agresiones, especialmente hacia aquellas que 
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expresaban su identidad y expresión de género o reali-
zaban trabajo sexual. Esto generó un clima de hostili-
dad hacia esta población, resultando en numerosas de-
tenciones y en tratos crueles, inhumanos o degradantes 
y muertes violentas. Es fundamental señalar que, en 
la actualidad, siguen existiendo leyes que vulneran los 
derechos de las personas LGBTTI.

El caso de Leonela es un claro ejemplo del ciclo de 
violencia sistémica y estructural que afecta a las per-
sonas LGBTTI en Honduras, impidiendo que puedan 
ejercer plenamente sus derechos fundamentales en con-
dición de igualdad y sin discriminación.

Este caso es una llamada de atención sobre la urgen-
cia de un cambio en la estructura legal, social y políti-
ca del país para garantizar los derechos fundamentales 
de todas las personas, sin importar su orientación, ex-
presión o identidad de género. Su historia debe seguir 
siendo un recordatorio de la lucha por la igualdad y 
la justicia y un impulso para evitar la no repetición de 
violencia mientras continúa la defensa de los derechos 
humanos de las personas LGBTTI en Honduras.



Introducción





15|

La violencia y discriminación contra las personas LGB-
TTI en Honduras han sido parte de una estructura so-
cial y política que ha permitido, promovido y vincula-
do la exclusión de nosotras, las personas LGBTTI. A 
lo largo de la historia, diversas fuerzas, incluyendo el 
Estado, grupos fundamentalistas como religiosos, me-
dios de comunicación y los diferentes partidos políti-
cos, han contribuido a la construcción de un entorno 
hostil que ha resultado en violaciones sistemáticas de 
derechos humanos.

Por eso el presente es una revisión histórica y críti-
ca sobre la violencia y discriminación sistemática que 
hemos enfrentado las personas LGBTTI en Honduras. 
Se hace énfasis en diversos actores como el Estado y 
grupos fundamentalistas que contribuyen al entorno 
hostil que ha resultado en violaciones graves de los de-
rechos humanos de las personas LGBTTI.

Uno de los temas centrales de esta obra es el impac-
to del fundamentalismo religioso en la construcción 
de los discursos de odio contra nosotras, las personas 
LGBTTI. Se analiza cómo líderes religiosos y los re-
presentantes de los partidos políticos a través de los 
medios de comunicación promovieron y contribuyeron 
con una narrativa que presenta a las personas diversas 
como una amenaza para la sociedad y la familia tradi-
cional, lo que ha justificado la implementación de leyes 
discriminatorias y la exclusión social.

Evidenciamos cómo, desde 1997 hasta el 2004, el 
Estado hondureño aprobó leyes que restringen los 
derechos de las personas LGBTTI, consolidando su 
marginación legal. Ejemplos como la Ley de Policía y 
Convivencia Social, las reformas constitucionales que 
prohíben el matrimonio igualitario y la adopción por 
parte de parejas del mismo sexo, así como regulacio-
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nes que impiden el reconocimiento de la identidad de 
género de las personas trans y el efecto discriminatorio 
ocasionado tras la aprobación de la personería jurídi-
ca de las organizaciones defensoras de los derechos de 
las personas LGBTTI, recalcan también la impunidad 
generalizada en los crímenes de odio contra personas 
diversas. Se proporcionarán datos que reflejen la falta 
de avances en la judicialización de casos de violencia, 
así como el sesgo institucional que impide el acceso a 
la justicia; se presentan testimonios y registros de vio-
lencia policial, detenciones arbitrarias y asesinatos que 
no han sido judicializados. 

Por este medio logramos ver el análisis detallado de 
los años de 1997 hasta el 2004 sobre actores que han 
moldeado esta realidad, lo que incluye la influencia 
de los grupos fundamentalistas, quienes generaron y 
crearon discursos de odio y políticas discriminatorias, 
la promulgación de leyes que criminalizan a las per-
sonas de sexo-género diverso y el impresionante nivel 
de impunidad que caracteriza los crímenes cometidos 
en su contra; asimismo, se expone el caso de Leonela, 
dado en el año 2004, el cual se presenta como un ejem-
plo emblemático del período de violencia sistemática 
contra las mujeres trans en Honduras. Se detallan los 
abusos que sufrieron, incluyendo tortura y detención 
arbitraria en el contexto de criminalización de las per-
sonas trans y trabajadoras sexuales. Su historia ilustra 
las múltiples formas de violencia estructural que en-
frentamos las personas LGBTTI.

Se mencionan las múltiples recomendaciones de or-
ganismos internacionales de derechos humanos, como 
la ONU y la CIDH, que han instado al Estado hondu-
reño a tomar medidas concretas para garantizar la pro-
tección de las personas LGBTTI. Sin embargo, también 
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señala la falta de voluntad política para implementar 
estas recomendaciones.

A pesar de las múltiples recomendaciones emitidas 
por organismos internacionales de derechos humanos 
durante ese periodo de siete años, el Estado hondureño 
ha mostrado falta de voluntad para garantizar la pro-
tección y el acceso a la justicia de las personas LGBTTI. 

Por ello, este análisis busca visibilizar la urgencia de 
adoptar cambios estructurales y reforzar la lucha por 
la igualdad y los derechos para las personas LGBTTI.





2004 
Fundamentalismo religioso, 

política y medios de 
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La violencia que han enfrentado las personas LGBTTI 
históricamente en Honduras es producto de un con-
texto de discriminación y estigmatización generado y 
tolerado por las autoridades estatales.

Como se expone en la presente sección, actores no 
estatales, principalmente vinculados con sectores reli-
giosos y conservadores, han influido en la construcción 
de un imaginario social en el que las personas LGB-
TTI no tienen derechos humanos, se consideran una 
amenaza para la sociedad y la familia, y por tanto son 
susceptibles de ser agredidas. La influencia de estos 
grupos ha permeado las instituciones públicas y se ha 
traducido en normas concretas y prácticas discrimina-
torias, lo que a su vez ha generado el entorno perfecto 
para numerosas violaciones de los derechos humanos 
de las personas sexo-género-diversas, las cuales gene-
ralmente permanecen impunes.

El caso de Leonela Zelaya se presenta en este con-
texto de discriminación y violencia. Los hechos que le 
ocurrieron a ella no fueron aislados, sino que son ilus-
trativos de lo que sucedía en Honduras en el año 2004, 
persiste en la actualidad y afecta de manera directa a 
las personas LGBTTI.

1. Antecedentes de discriminación y represión 
hacia personas LGBTTI en Honduras

Honduras nunca ha sido un lugar seguro para las per-
sonas LGBTTI. Como consecuencia de la exclusión so-
cial, hasta finales del siglo XX, los espacios para perso-
nas LGBTTI se mantuvieron en la clandestinidad, pues 
no podían expresar libremente su orientación sexual ni 
identidad de género. Sin embargo, desafiando tal situa-
ción, en el año de 1997 se abrió el Café Incógnita, que 
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agravó a partir de las influencias de grupos religiosos y 
conservadores, como se verá seguidamente.

2. Fundamentalismos religiosos y su influencia 
en la sociedad hondureña

La memoria histórica de la Red Lésbica Cattrachas ha 
contribuido a la creación de contextos sociales y lega-
les sobre la situación de los derechos de las personas 
LGBTTI en Honduras con el objetivo de realizar pro-
cesos de incidencia y litigio de casos emblemáticos en 
el ámbito nacional e internacional. 

Entre ellos se destaca el litigio internacional de Leo-
nela Zelaya y otras vs. Honduras ante la Corte IDH, 
proceso en el que utilizamos la recopilación de eviden-
cia de fuentes hemerográficas desde 1990 para eviden-
ciar el contexto general de discriminación y violencia 
en perjuicio de las personas LGBTTI debido al sosteni-
miento estatal de fundamentalismos religiosos, viola-
ción del principio de laicidad estatal y su influencia en 
la vigencia de normativas y prácticas discriminatorias 
por motivo de orientación sexual, identidad y/o expre-
sión de género. 

El archivo histórico de Cattrachas permitió visibi-
lizar la importancia del reconocimiento de nuestros 
derechos y la exigibilidad de disponer medidas de re-
paración estructurales de satisfacción y garantías, de 
no repetición para la prevención de violaciones de de-
rechos humanos y contribuir a la transformación del 
contexto actual.

Los fundamentalismos religiosos hacen referencia 
a “algunas corrientes dentro de las grandes tradiciones 
religiosas mundiales caracterizadas por una férrea con-
vicción en una verdad sagrada que debe imponerse a la 
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totalidad de la vida social y regular el vínculo político”8. 
Este fenómeno está presente en Latinoamérica9, pero en 
Honduras en particular ha sido y continúa siendo de mu-
cha influencia10 tanto en las dinámicas sociales como en 
las estructuras de poder de más alto nivel en el país. 

   

  

8	 Fernando Arlettaz, “Fundamentalistas religiosos y terroris-
mo en una perspectiva de derecho internacional”, en Política, reli-
gión y violencia ¿El retorno de los fundamentalismos?, Universidad 
Nacional Autónoma de México, 30 de octubre 2019. Disponible en 
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/12/5843/4.pdf
9	 “Estudios recientes muestran que en los últimos 10 años se ha 
dado un auge a escala global. Así, encontramos la fuerza de los funda-
mentalismos religiosos no solo en todas las regiones y religiones, sino 
incluso en otros ámbitos, como, por ejemplo, en el sistema internacio-
nal de derechos humanos”. Geraldina Céspedes, “Fundamentalismos 
religiosos y kiriarcado en América Latina”, en Fundamentalismos re-
ligiosos, derechos y democracia, Flacso Ecuador, 2019. Disponible en: 
https://biblio.flacsoandes.edu.ec/libros/151187-opac
10	  El Heraldo, “Diversidad sexual en Honduras: una década de 
lucha de comunidad LGBTTI”. 24 de junio de 2014. Disponible en
https://www.elheraldo.hn/pais/722748-214/diversidad-sexual-en-hon-
duras-una-d%C3%A9cada-de-lucha-de-comunidadlgtb
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Aunque la Constitución Política hondureña establece en 
su Artículo 77 que el Estado es laico12, en la práctica, 
este principio se viene violentando desde hace muchos 
años, generando que fundamentalistas religiosos im-
pongan sus dogmas en temas relacionados con la ges-
tión pública y afectando, entre otras, las obligaciones 
estatales de respeto y garantía de derechos humanos.

Los hechos que se describen a continuación surgen 
del Observatorio de Violencia Social y de Género que 
lidera la Red Lésbica Cattrachas. 

A través del Observatorio se han documentado una 
serie de eventos que evidencian la influencia referida y 
la construcción del citado contexto de discriminación 
contra personas LGBTTI en la sociedad hondureña a 
finales de 1990 y la primera década del siglo XXI.

Los primeros hechos que demuestran el rol de los 
fundamentalistas religiosos datan del año 2004, épo-
ca de los hechos del presente caso. Para ese año, se 
aprobó el matrimonio igualitario en España y en varios 
estados de Estados Unidos13. 

12	 Constitución de la República de Honduras, Decreto 
131-82 publicado en el diario oficial La Gaceta 23612, el 20 de 
enero de 1982. Tegucigalpa, Secretaría de Estado en los Despa-
chos de Gobernación y Justicia, 2005, Artículo 77.
13	 El Heraldo, “Polémica por matrimonios gays”, 14 de 
febrero de 2004. Escrito de Solicitudes, Argumentos y Prue-
bas-ESAP.
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El 1 de marzo de 2004, la Confraternidad Evangélica 
de Honduras15 publicó un campo pagado bajo el titu-
lar “¿Está en peligro el matrimonio?”. 

En ese texto se abordó que la normalidad dentro 
de una sociedad debía de regirse por la unión entre 
un hombre y una mujer porque “el matrimonio está 
definido por el Dios de la naturaleza y por la natu-
raleza de Dios, y una sociedad sabia va a proteger 
al matrimonio tal y como este ha sido comprendido 
siempre”16.

 

15	 Como antecedente, en el año 2003, la Confraternidad 
Evangélica de Honduras presentó ante el proceso de Acuerdo 
Nacional de Visión de País, liderado por el Foro Nacional de 
Convergencia,  la Visión estratégica para el 2021: fundamentos 
para una nueva nación desde los principios bíblicos, introdujo 
la necesidad de tener una visión “centrada en el reconocimiento 
de que Dios es el señor de las Naciones y Dios es el señor de las 
visiones y, por lo tanto, que la visión de nación sólo es suscep-
tible, viable e integral si está fundamentada en los principios de 
Dios”. Sergio Membreño y Virgilio Paredes, Visión estratégica 
para el 2021: fundamentos para una nación desde los princi-
pios bíblicos, Tegucigalpa:  PNUD, 2003. Disponible en http://
www.cedoh.org/Biblioteca_CEDOH/archivos/001207%20VI-
SION%20ESTRATEGICA%20PARA%20EL%202021%20
FUNDAMENTOS%20PARA%20UNA%20NUEVA%20NA-
CION%20DESDE%20LOS%20PRINCIPIOS%20BIBLICOS.
pdf
16	 Confraternidad Evangélica de Honduras, “¿Está en peli-
gro el matrimonio?”, La Tribuna, 1 de marzo de 2004. Escrito de 
solicitudes, argumentos y pruebas-ESAP.
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El señor Martín continuó su artículo con una adverten-
cia al partido en turno: 

El Partido Nacional de Honduras debe ponderar 
el paso negativo dado por su gobierno y ver que 
el voto de los católicos y de los evangélicos (que 
componen el 98% de la población del país) tendrá 
un costo político en las próximas elecciones por-
que nadie con juicio votará por quienes atropellan 
los valores de los ciudadanos honestos. 

Este señalamiento es solo un ejemplo de cómo los fun-
damentalistas religiosos han utilizado los derechos de 
las personas LGBTTI como monedas de canje a cam-
bio de votos.

Dadas las reacciones en torno al otorgamiento de 
las referidas personerías jurídicas, Amnistía Interna-
cional se pronunció al respecto:

Esta decisión ha sido condenada enérgicamente 
por algunos sectores que consideran que las per-
sonas lesbianas, gay, bisexuales y transgénero que 
defienden sus derechos constituyen un peligro 
para la sociedad y siguen discriminándolas e igno-
rando la labor positiva que desarrollan en materia 
de defensa de los derechos humanos. El gobierno 
debería permanecer firme en su decisión, basada 
en la ley y el respeto a todas las personas31.

   

31	 Amnistía Internacional, “En Honduras, las personas 
gay, lesbianas, transexuales y bisexuales viven en una prisión”, 
AMR37/011/2004, disponible en https://www.amnesty.org/es/do-
cuments/amr37/011/2004/es/
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3. Reformas normativas producto de la 
influencia de los fundamentalismos religiosos

A raíz de las diversas presiones que fueron descritas 
anteriormente, las autoridades representadas en el 
Congreso de la República tomaron una serie de de-
cisiones normativas que, en efecto, restringieron aún 
más los derechos de las personas LGBTTI y abonaron 
a fortalecer el contexto de discriminación y violencia 
imperante en el país.

El 28 de octubre de 2004, mediante el Decreto 176- 
2004 se reformó el Artículo 112 de la Constitución de 
la República con el fin de prohibir el matrimonio entre 
personas del mismo sexo y la adopción para personas ho-
mosexuales32. Este decreto entró en vigor el 29 de marzo 
del 2005 y fue publicado el 4 de mayo del mismo año.
  

Publicación de La Tribuna, 30 de marzo de 2005.

32	 Constitución de la República de Honduras, Decreto 131-
82: reformada bajo el decreto 176-2004, ratificado bajo el decreto 
36-2005, Tegucigalpa, Honduras, CA: Secretaría de Estado en los 
Despachos de Gobernación y Justicia.
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Algunos años después, en el 2013, se reformó el Artí-
culo 12 del Código de Familia para adecuarlo a los pa-
rámetros establecidos en la reforma constitucional del 
2004, manteniendo la misma estructura que excluye a 
las personas LGBTTI del ejercicio de su derecho civil 
al matrimonio36.

Peor aún, en el año 2021 se volvió a reformar la 
Constitución de la República para impedir que se die-
ran futuras reformas al referido Artículo 12. En tal 
sentido, se estableció que serán nulas e inválidas las 
disposiciones legales que se creen con posterioridad y 
que para reformar dicho artículo deberá hacerse por 
una mayoría de tres cuartas partes del Congreso Na-
cional37, lo que en la práctica implicó establecer una 
norma pétrea e inmodificable en el futuro.

También en el 2004 se reformó el Artículo 116 de 
la Constitución38 para prohibir expresamente la adop-
ción de niñas o niños a matrimonios o uniones de he-
cho conformados por personas del mismo sexo. Esta 
reforma se vio a su vez reflejada en la Ley de Adopcio-
nes (aprobada en el 2019), en la cual, con el supuesto 
objetivo de tutelar el interés superior de los niños y 

36	 Código de Familia. Tegucigalpa, DC, Decreto 76-84, 
1984. “Artículo 12: La ley no reconoce compromisos para con-
traer matrimonio futuro. Ningún tribunal de justicia ni autoridad 
alguna de cualquier otro orden, admitirá reclamación basada en 
tal concepto”.
37	 Constitución de la República, Decreto 131 (1982), de-
cretos reformas-ratificaciones e interpretaciones, 192-2020... 03-
2021, actualizada, Tegucigalpa, Honduras: Editora Casablanca, 
2021, Artículo 374.
38	 Constitución de la República, Decreto 131-82, reforma-
da bajo el Decreto 176-2004, ratificado bajo el Decreto 36-2005. 
Tegucigalpa, Honduras: Secretaría de Estado en los Despachos de 
Gobernación y Justicia.
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Por su parte, la Ley del Registro Nacional de las Perso-
nas, en vigencia desde mayo del 2004, también incluyó 
su Artículo 5041 que las personas naturales no deberán 
usar nombres y apellidos que no les correspondan42, 
pudiendo incurrir en responsabilidades penales, dejan-
do como posibilidad el ser obligadas a cesar el uso de 
los nombres. A su vez, el artículo 30 del Reglamento 
a la Ley prohíbe a los oficiales civiles realizar cambios 
de nombre en la inscripción de nacimiento y sexo, ex-
cepto en casos de error imputable al Registro Civil43. 
Esta combinación de normas ha hecho imposible el re-
conocimiento de la identidad de género y el derecho al 
nombre de las personas trans.

Cabe señalar que, incluso antes del 2004, ya existían 
normas que contenían referencias discriminatorias ha-
cia las personas LGBTTI. Por ejemplo, la Ley de la Ca-
rrera Judicial, vigente desde 1980, establecía las conduc-
tas que atentan contra la dignidad de la administración 
de justicia y por las que deberían ser sancionados los 
funcionarios públicos. Entre estas, en su Artículo 53 se 
incluía el “homosexualismo” al mismo nivel que el uso 
de estupefacientes y embriaguez habitual44. 

En 1999 se aprobaron las normas técnicas para el 
manejo de la sangre y otros componentes sanguíneos, 

41	 Ley del Registro Nacional de las Personas, Decreto 62-
2004. “Artículo 50: uso ilegal de nombres y apellidos. Toda 
persona natural que usare nombres y apellidos que no le corres-
ponden será responsable de los daños y perjuicios a terceros, sin 
perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar y de ser 
obligada a cesar en el uso de los nombres y apellidos indebidos”.
42	 Ley y reglamento del Registro Nacional de las Personas, 
Decreto 62-2004.
43	 Ibid.
44	 Ley de la Carrera Judicial, Decreto 953, 30 de junio de 
1980.
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excluyéndose a las personas homosexuales y bisexua-
les como potenciales donadores de sangre por consi-
derar que sus orientaciones sexuales les generan una 
mayor probabilidad de adquirir VIH u otros agentes 
infecciosos (Artículo 9)45. Esta ley permanece vigente 
hasta la actualidad, siendo un ejemplo más de la estig-
matización contra la población LGBTTI.

Otra ley que fue clave en la estigmatización y la vio-
lencia contra personas LGBTTI, e incluso aplicada a 
la víctima del presente caso, es la denominada Ley de 
Policía y Convivencia Social, aprobada en 2002. Para 
la época de los hechos, dicha ley disponía de normas 
discriminatorias contras las personas LGBTTI y no fue 
sino hasta el año 2015 que algunas de sus disposicio-
nes más problemáticas fueron declaradas inconstitu-
cionales46.  

Artículo 99: Serán considerados y sancionados 
como vagos las personas que no tengan modo ho-
nesto de vivir conocido; en consecuencia, se repu-
tan vagos: los mendigos sin patente, los rufianes, 
prostitutas ambulantes, los drogadictos, ebrios y 
tahúres.

Artículo 100: La persona que se encuentre va-
gando en forma sospechosa, si no da razón de su 
presencia, ser conducida a la estación de policía, 
con el objeto de ser identificado y ser sometido a 
vigilancia en defensa de la sociedad. Deberán ser 

45	 Normas técnicas para el manejo de sangre y componentes 
sanguíneos, Decreto 629-2000, Tegucigalpa, Honduras: Secreta-
ría de Estado en los Despachos de Salud, 2000.
46	 Diario Oficial La Gaceta, No. 33,695, 30 de  marzo de     
2015, pág. 13, disponible en https://tzibalnaah.unah.edu.hn/bits-
tream/handle/123456789/1101/20150330.pdf?sequence=2&isA-
llowed=y
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sometidos a vigilancia policial, las personas vagas 
en estado de peligrosidad social, tales como los 
que no trabajan ni tengan modo de vivir conocido 
y tengan dinero para gastar.

 

Publicación del Diario Oficial La Gaceta, 
reformas de los artículos.
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La Red Lésbica Cattrachas realizó en noviembre del 
2002 un informe sobre dicha ley51 desde una perspecti-
va de derechos humanos, mencionando que existía un 
castigo desde los órganos del Estado por asumir públi-
camente una orientación sexual o identidad de género. 
En ese mismo informe se hace referencia al punto 3.6, 

de solicitudes, argumentos y pruebas-ESAP.
51	 Red Lésbica Cattrachas, “Contexto de derechos huma-
nos en Honduras: Ley de Policía y Convivencia Social”, noviem-
bre de 2002. Escrito de solicitudes, argumentos y pruebas-ESAP.
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Además, en el año 1999 entró en vigor la Ley Espe-
cial sobre VIH/Sida, que en su Artículo 30 establecía la 
obligación de las personas que se dedicaban al trabajo 
sexual a realizarse exámenes y controles médicos sani-
tarios de manera periódica53, para lo cual se les otorga-
ría así un certificado sanitario. 

Portar este certificado vencido o no portarlo se 
entendía como “prostitución ilegal” y tenía como 
consecuencia el potencial de ser víctima de deten-
ciones policiales, ello a pesar de no estar tipificado 
en el Código Penal o en la Ley de Policía y Convi-
vencia Social. 

Esta regulación se reformó en el 2015, declarando 
la prueba de VIH como una acción voluntaria y elimi-
nando los certificados sanitarios.

Ante este panorama, en los años 2002 y 2003, 
el movimiento feminista realizó dos propuestas al 
Gobierno: una Ley Especial de Protección a la Co-
munidad Gay, Lésbica, Bisexual y Transgénero, y 
una Reforma de la Ley de Policía y Convivencia 
Social para 200354. 

Ninguna de las propuestas fue tomada en cuenta 
por el Estado de Honduras.

53	 Código de Salud, Decreto 65-91: reformas, Decretos 
191-91 y 194-96; Ley Especial sobre VIH/Sida, Decreto 147-
99; Reglamento de la Ley Especial sobre VIH/Sida, Acuerdo 
0009.
54	 Héctor Cálix, “Congreso y sociedad civil fijan agenda le-
gislativa 2003”, El Heraldo, 30 de noviembre de 2002. Escrito de 
solicitudes, argumentos y pruebas-ESAP.
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a siete (7) salarios mínimos la persona que ar-
bitrariamente e ilegalmente obstruya, restrinja, 
disminuya, impida o anule el ejercicio de los 
derechos individuales y colectivos o deniegue la 
prestación de un servicio profesional por mo-
tivo de sexo, género, edad, orientación sexual, 
identidad de género, militancia partidista u opi-
nión política, estado civil, pertenencia a pueblos 
indígenas y afrodescendientes, idioma, lengua, 
nacionalidad, religión, filiación familiar, condi-
ción económica o social, capacidades diferentes 
o discapacidad, condiciones de salud, aparien-
cia física o cualquier otra que atente contra la 
dignidad humana de la víctima. La pena se au-
mentará en un tercio (1/3) cuando: 1) el hecho 
sea cometido con violencia; 2) cuando el hecho 
sea cometido por funcionario empleado público 
en el ejercicio de su cargo; y 3) se tratase de un 
caso de reincidencia. El funcionario o empleado 
público será sancionado además con inhabilita-
ción especial durante un tiempo igual al doble 
de lo aplicado a la reclusión.

Art. 321-A: Al que públicamente o a través de 
medios de comunicación o difusión destinados 
al público incitare a la discriminación, al odio, 
al desprecio, la persecución o a cualquier forma 
de violencia o ataques contra una persona, grupo 
o asociación, fundaciones, sociedades, corpora-
ciones, organizaciones no gubernamentales, por 
cualquiera de las causas enumeradas en el artí-
culo anterior se le impondrá una pena de tres (3) 
a cinco (5) años de prisión y multa de cincuenta 
mil lempiras (L 50,000.00) a trescientos mil lem-
piras (L 300,000.00). Esta sanción se aplicará sin 
perjuicio de las medidas de carácter administra-
tivo que sobrevengan en contra del medio de co-
municación aplicadas por los entes reguladores 
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del Estado. La misma pena se aplicará cuando 
el culpable lo haga en ocasión de sus actividades 
profesionales, o por un particular en la presta-
ción de un servicio público.

Aunque lo anterior fue un avance, se siguieron 
aprobando normas discriminatorias. Por ejemplo, 
el Reglamento a la Ley del Sistema Penitenciario, 
aprobado en el año 2014, estableció que las visitas 
conyugales solo se podrían realizar entre personas 
de diferente sexo (Artículo 269), siendo esta norma 
más restrictiva que la propia ley que solo establece el 
derecho de las personas privadas de libertad de reci-
bir visitas íntimas de parte de su cónyuge o compa-
ñera (o) de hogar, sin realizar ninguna distinción por 
motivos de orientación sexual e identidad de género 
(Artículo 111)58.

Más recientemente, en el año 2019 se aprobó un 
nuevo Código Penal, en donde se eliminó la palabra 
“odio” como parte de los motivos para cometer un 
delito que son considerados agravantes en el Artículo 
32#859, pero se mantuvieron como agravantes gené-
ricos la orientación sexual y la identidad de género.

Sumado a esto, se crearon los delitos de denega-
ción de préstamos de servicios por discriminación 
en el sector público y empresarial, Artículos 21160 y 
21261, así como el Artículo 21362 referente a la inci-
tación a la discriminación, que, en comparación con 

58	 Ley del Sistema Penitenciario, Decreto 64-2012, Teguci-
galpa: Secretaría de Estado en los Despachos de Gobernación y 
Justicia, 2012.
59	 Código Penal, 2019, Decreto 130-2017.
60	 Ibid.
61	 Ibid.
62	 Ibid.
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la normativa del Código Penal anterior que contenía 
el delito de discriminación, establece una pena me-
nor, siendo la actual de uno a dos años de prisión y 
multa de 100 a 500 días, mientras que la anterior 
pena constaba de tres a cinco años de pena de pri-
sión y multa de 50,000 lempiras (aproximadamente 
2,016.26 dólares).

Como se observa de las normas referidas, el Es-
tado de Honduras ha promovido y adoptado esca-
sas normas para lograr la garantía de los derechos 
de las personas LGBTTI y, más bien, ha sido abun-
dante en la creación de normas que fomentan la 
estigmatización, la discriminación y la violencia en 
su contra.

4. Recomendaciones de mecanismos 
internacionales de derechos humanos

Es importante recalcar que la amplia gama de nor-
mativa discriminatoria ha sido motivo de reiterada 
preocupación para mecanismos internacionales ta-
les como los órganos de tratados y procedimientos 
especiales de Naciones Unidas, así como para los 
mecanismos regionales de protección. Desde el 2001 
se han enviado comunicaciones hacia y desde estos 
mecanismos sobre la situación de violencia contra 
personas LGBTTI y desde entonces, de manera con-
sistente, el Estado ha sido señalado por su falta de 
atención a la situación.

En el 2001, el Relator Especial de Naciones Uni-
das sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o ar-
bitrarias recibió información sobre los homicidios 
de al menos 200 integrantes de la comunidad LGBT-
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TI en Honduras entre 1991 y 200163. Dicho Relator 
Especial, así como la Relatora Especial de Naciones 
Unidas sobre Violencia contra la Mujer, expresaron 
también su preocupación por las denuncias recibi-
das sobre la situación de violencia, incluso homici-
da, contra las personas LGBTTI en Honduras en los 
años 2001 y 2005, respectivamente64.

El experto independiente de Naciones Unidas so-
bre la protección contra la violencia y la discrimina-
ción por motivos de orientación sexual o identidad de 
género, en su informe en el 201865, se refirió a las co-
municaciones enviadas al Estado de Honduras. Este 
mandato ha enviado ocho comunicaciones66 al Esta-

63	 HRW, No vales un centavo: abusos de derechos humanos 
en contra de las personas transgénero en Honduras (2009), pág. 
7, disponible en https://www.hrw.org/reports/honduras0509s-
pwebwcover.pdf
64	 Ver ONU, Consejo de Derechos Económicos y Sociales, 
Informe del Relator Especial sobre la cuestión de la tortura-Theo 
Van Boven, La tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degra-
dantes, E/CN.4/2005/62/Add.1, 30 de marzo de 2005, párr. 708-
722; ONU, Consejo Económico y Social, Informe de la Relatora 
Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y conse-
cuencias-Yakin Ertürk, Interrelaciones entre la violencia contra 
la mujer y el VIH/Sida, corrección E/CN.4/2005/72/Add.1, 18 de 
marzo de 2005, párr. 172-180.
65	 A/HRC/38/43, Informe del experto independiente sobre 
la protección contra la violencia y la discriminación por motivos 
de orientación sexual o identidad de género, 11 de mayo de 2018.
66	 ONU, AL HND 5/17, de 10 de julio de 2017, disponible en
https://spcommreports.ohchr.org/TMResultsBase/DownLoadPu-
blicCommunicationFile?gId=23157; ONU, AL HND 6/2017, de 3 
de agosto de 2017. Disponible en https://spcommreports.ohchr.org/
TMResultsBase/DownLoadPublicCommunicationFile?gId=23257; 
ONU, AL HND 3/2018, de 9 de marzo de 2018. Disponible en ht-
tps://spcommreports.ohchr.org/TMResultsBase/DownLoadPublic-
CommunicationFile?gId=23692; ONU, AL HND 6/2018, de 12 de 
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do de Honduras desde el 2017 respecto de distintas 
situaciones relacionadas con su mandato, incluyendo 
violencia y asesinato contra mujeres trans.

El Comité contra la Tortura (CAT) en el 2016 ex-
presó su preocupación por las informaciones incluidas 
en el informe periódico sobre muertes violentas de per-
sonas lesbianas, gais, bisexuales y transgénero, en par-
ticular el asesinato de once mujeres transgénero entre 
2010 y 2013, llamando al Estado a garantizar la inte-
gridad física de las personas lesbianas, gais, bisexuales 
y transgénero en todos los ámbitos, incluidos los luga-
res de detención67. Señaló específicamente la respon-
sabilidad de que dichos asesinatos y agresiones sean 
investigados y los responsables llevados ante la justi-
cia68. Además de las recomendaciones específicas sobre 
la violencia en contra de la población LGBTTI, el CAT, 
tanto en el 2009 como en el 2016, realizó numerosas y 
repetidas recomendaciones sobre la falta de capacidad 
de investigación exhaustiva, imparcial y eficaz, al igual 

octubre de 2018, disponible en https://spcommreports.ohchr.org/
TMResultsBase/DownLoadPublicCommunicationFile?gId=24114; 
ONU, AL HND 9/2018, de 9 de enero de 2019, disponible en https://
spcommreports.ohchr.org/TMResultsBase/DownLoadPublicCommu-
nicationFile?gId=24277; ONU, AL HND 4/2019, de 7 de octubre de 
2019, disponible en https://spcommreports.ohchr.org/TMResultsBase/
DownLoadPublicCommunicationFile?gId=24857; ONU, AL HND 
2/2020, de 25 de septiembre de 2020, disponible en https://spcom-
mreports.ohchr.org/TMResultsBase/DownLoadPublicCommunica-
tionFile?gId=25516; ONU, AL HND 6/2021, de 16 de noviembre de 
2021, disponible en https://spcommreports.ohchr.org/TMResultsBase/
DownLoadPublicCommunicationFile?gId=26796
67	 CAT/C/HND/CO/2, Observaciones finales sobre el se-
gundo informe periódico de Honduras, párr. 49, 50.
68	 Ibid.
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que la necesidad de capacitar al personal de policía so-
bre la prohibición absoluta de la tortura y maltratos69.

El Comité de Derechos Humanos (CCPR), órgano a 
cargo del monitoreo del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, manifestó en el 2017 y 2019 
su preocupación sobre la discriminación que sufren las 
personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e in-
tersexuales, incluyendo los derechos de las parejas del 
mismo sexo y la identidad de las personas transgéne-
ro70. Por ello recomendó al Estado asegurar el pleno 
reconocimiento de la igualdad de las parejas del mismo 
sexo y de la identidad de las personas transgénero y la 
protección plena contra los delitos de odio hacia las 
personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e in-
tersexuales71. Este Comité también señaló su continua 
preocupación por los actos de violencia e intimidación 
y las persistentemente elevadas tasas de asesinatos de 
las que son personas lesbianas, gais, bisexuales, trans-
género e intersexuales, entre otros, y que son cometi-
dos por agentes del Estado o personas privadas en un 
contexto de impunidad. Por tanto, llamó al Estado a 
adoptar medidas urgentes y efectivas para asegurar su 
protección efectiva y que los actos de violencia sean 
debidamente investigados72. 

Por su lado, el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer (Cedaw) recomendó 
al Estado de Honduras en el 2016 que adopte medidas 

69	 CAT/C/HND/CO/2, Observaciones finales sobre el se-
gundo informe periódico de Honduras, párr. 40 y 36. CAT/C/
HND/CO/1, Observaciones finales del Comité contra la Tortura, 
párr. 20.
70	 CCPR/C/HND/CO/2, Observaciones finales sobre el se-
gundo informe periódico de Honduras, párr. 10.
71	 Ibid.
72	  Ibid, párr. 40.
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coordinadas y adecuadamente financiadas para elimi-
nar las actitudes patriarcales y los estereotipos discri-
minatorios y que aborde las formas concomitantes de 
discriminación contra la mujer, incluyendo su calidad 
de lesbiana, transgénero o intersex73. 

En esta misma línea, el Comité de Derechos Econó-
micos Sociales y Culturales en el 2016 y el Comité de 
los Derechos del Niño en los años 2011 y 2016 resal-
taron la falta del Estado de Honduras de garantizar la 
no discriminación74. 

No solo los órganos de tratados de Naciones Unidas 
han reconocido el contexto de riesgo que enfrentan las 
personas LGBTTI en Honduras, también lo ha hecho 
la CIDH en distintos comunicados e informes desde el 
201075. En el 2015, la Comisión indicó en su informe 

73	 Cedaw/C/HND/CO/7-8, Observaciones finales sobre los 
informes periódicos séptimo y octavo combinados de Honduras, 
párr. 21.
74	 ONU, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales, Observaciones finales sobre el segundo informe perió-
dico de Honduras, 11 de julio de 2016, disponible en https://
tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Download.
aspx?symbolno=E%2FC.12%2FHND%2FCO%2F2&Lang =es; 
ONU, Comité de los Derechos del Niño, observación general Nº 
13 (2011), derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de 
violencia, 18 de abril 2011, disponible en https://www.unicef.org/
chile/media/2691/file; ONU, Comité de los Derechos del Niño, 
observación general núm. 20 (2016) sobre la efectividad de los de-
rechos del niño durante la adolescencia, 6 de diciembre de 2016, 
disponible en https://www.observatoriodelainfancia.es/oia/esp/
descargar.aspx?id=5372&tipo=documento
75	 Ver CIDH, Observaciones preliminares de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos sobre su visita a Hondu-
ras realizada del 15 al 18 de mayo de 2010 (2010), disponible en 
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Honduras-es-2015.pdf; 
Situación de derechos humanos en Honduras, OEA/Ser.L/V/II, doc. 
42/15, 31 diciembre de 2015, disponible en https://www.oas.org/
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sobre la situación de derechos humanos en Honduras 
que “[l]a discriminación y violencia contra miembros 
de la comunidad de lesbianas, gays, personas bisexua-
les y trans (LGBT) en los últimos años ha sido materia 
de preocupación y pronunciamiento por la CIDH. En 
relación a la violencia, organizaciones de la sociedad ci-
vil denunciaron el alto número de casos de asesinatos 
contra personas lesbianas, gays, bisexuales y trans en el 
país. Desde el año 2009 al 1 de diciembre de 2014, se 
habrían registrado 174 muertes violentas de personas 
LGBT en el país (90 gays, 15 lesbianas y 69 personas 
trans)”76.

De esta manera, el Estado de Honduras conocía des-
de el 2001, y de manera reiterada por más de una déca-
da, la necesidad de reformas legales y de atención a la 
violencia y discriminación contra las personas LGBT-
TI. Las reiteradas recomendaciones de mecanismos in-
ternacionales a lo largo del tiempo no solo demuestran 
el conocimiento del Estado, sino también la inacción 
y omisión del mismo de tomar las medidas necesarias 
para atender la variedad de preocupaciones de los me-
canismos de protección de derechos humanos en rela-
ción con la población LGBTTI.

es/cidh/informes/pdfs/Honduras-es-2015.pdf; Observaciones pre-
liminares de la visita de la CIDH a Honduras (2018), disponible 
en https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/Obs-
PrelHnd.pdf; Situación de derechos humanos en Honduras, OEA/
Ser.L/V/II, doc. 146, 27 de agosto del 2019, disponible en https://
www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Honduras2019.pdf; Situación 
de derechos humanos en Honduras, OEA/Ser.L/V/II, doc. 9/24, 24 
de marzo de 2024, disponible en https://www.oas.org/es/cidh/jsFor-
m/?File=/es/cidh/prensa/comunicados/2024/101.asp.
76	 CIDH, Situación de derechos humanos en Honduras, 
OEA/Ser.L/V/II, 31 diciembre 2015, doc. 42/15, párr. 130.
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El 15 de julio de 2002 fue asesinada con arma de fue-
go Ericka Yánez79, una mujer trans que se encontraba 
ejerciendo el trabajo sexual en la ciudad de San Pedro 
Sula, el hecho fue cometido por agentes de la Policía 
Nacional80. 

De los tres agentes que participaron en la muerte 
violenta, solo se logró la sentencia condenatoria de 
uno de ellos hasta el año 2017. Su detención se llevó a 
cabo por elementos de la Agencia Técnica de Investiga-
ción Criminal (ATIC) en el departamento de Copán81. 

Según la relación de los hechos, hasta la zona co-
nocida como Los Tamarindos en San Pedro Sula se 
estacionó un vehículo turismo color blanco y en su 
interior se encontraban tres hombres82. 

Al vehículo se acercó Adalid Espinoza, otro miem-
bro de la diversidad sexual, al preguntar si podía ser-
vir en algo, la respuesta que recibió por parte de los 
ocupantes del automóvil es que podía recibir una llu-
via de balas83. Espinoza salió corriendo y alertó a sus 
demás compañeros, pero los ocupantes del carro lle-
garon hasta una gasolinera donde se encontraba Eric-
ka Yánez, una mujer trans contra quien emprendieron 
a golpes, para luego inferirle dos heridas de bala que 
le provocaron la muerte84.

79	 El Heraldo, “Policías mataron a homosexual”, 15 de ju-
lio de 2002, anexo 2 del ESAP, págs. 19-20.
80	 Ministerio   Público, “A prisión expolicía prófugo du-
rante 14 años”, 2 de agosto de 2017, disponible en https://
www.mp.hn/publicaciones/a-prision-expolicia-profugo-duran-
te-14-anos/
81	 Ibid.
82	 Ibid.
83	 Ibid.
84	 Ministerio Público, op. cit.
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estos años, los patrones de asesinatos consistían en 
ejecuciones con arma de fuego, heridas causadas por 
arma blanca y, en uno de los casos, el cuerpo se encon-
traba calcinado88. Las tres mujeres trans eran menores 
de 35 años, fueron asesinadas en el ejercicio del trabajo 
sexual y sus casos siguen en total impunidad89.

Sobre el contexto de personas LGBTTI viviendo con 
VIH/Sida, desde años anteriores, el Centro de Monito-
reo de Medios de Comunicación de Cattrachas tenía 
conocimiento de la discriminación, violencia y obstá-
culos al acceso a la salud pública que se vivía. 

Ejemplo de ello es el caso de solicitud de asilo en Es-
tados Unidos de Cristina Gómez Ordóñez, una mujer 
trans. En este caso, hecho público en el año 2005, se 
reportó: 

Un juez de inmigración en Los Ángeles ordenó 
ayer que una transexual, VIH positivo, originaria 
de Honduras,  pueda permanecer indefinidamen-
te en Estados Unidos para seguir su tratamiento 
y evitar que sea objeto de abusos en su país de 
origen90.

Desde las organizaciones de sociedad civil, del 19 de 
enero al 2 de febrero del 2006 se realizaron protestas 
públicas, tomas de calles, reuniones con el Mecanismo 

de personas LGBTTI por año”, Observatorio de Violencia Social 
y de Género, julio del 2024, disponible en https://www.cattra-
chas.org/sistemas?lightbox=dataItem-lyddc2vf
88	 Red Lésbica Cattrachas, “Expedientes de muertes violen-
tas de mujeres trans 1994-2008”, anexo 7 del ESAP.
89	 Ibid.
90	 Wendy Funes, “Autorizan a transexual hondureña que-
darse en EEUU”, El Heraldo, 6 de agosto de 2005. Escrito de 
solicitudes, argumentos y pruebas-ESAP.
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por un medio de comunicación, mencionó lo siguiente: 
“Trabajé en la calle porque quise experimentar qué se 
sentía. Comprendí que para ser travesti uno tiene que 
ir a la calle porque nadie te da la oportunidad de tra-
bajar”94, haciendo referencia al inexistente acceso al 
trabajo para las personas trans en Honduras.

Publicación del espacio de Onusida.

El 1 de mayo del 2006, organizaciones de la diversidad 
sexual convocadas bajo la Red Central LGBTTI marcha-
ron en el Día Internacional del Trabajo en la ciudad de 

94	  Onusida, “Kimberly, un travesti de Tegucigalpa”, La 
Tribuna, 14 de mayo de 2006. Escrito de solicitudes, argumentos 
y pruebas-ESAP.
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fuerza a Nohelia Mercado en su carro y, amenazán-
dola con una pistola, le exigió que lo penetrara. No-
helia se negó, el policía la amenazó y le dijo que se iba 
a morir100. El 18 de diciembre de 2008, el mismo po-
licía llegó en una camioneta negra y llamó a Nohelia 
desde su vehículo101. Nohelia se acercó a la ventana 
y el policía la apuñaló en la garganta102. Inmediata-
mente dos personas salieron del vehículo y subieron a 
Nohelia en la parte de atrás del vehículo103. 

Nohelia quedó inconsciente. Cuando comenzó a 
recuperar la conciencia, se dio cuenta de que iban 
hacia la salida de la ciudad por la carretera a Danlí, 
una ciudad al sur de Honduras. Nohelia comenzó a 
luchar con sus agresores, tratando de escapar de la 
camioneta104. El policía detuvo el vehículo y la conti-
nuó apuñalando. Nohelia se desmayó y los hombres 
la dejaron en un matorral dándola por muerta. El 
policía acuchilló a Nohelia 17 veces. Nohelia estuvo 
en el hospital cinco días recuperándose de las heri-
das en la garganta, la espalda, el estómago y los bra-
zos. Los doctores del Hospital Escuela le dijeron que 
de haber llegado cinco minutos más tarde hubiera 
muerto105.

El 3 de abril de 2009, por la investigación reali-
zada por FU, jefa del Departamento de Delitos Es-
peciales de la Dirección Nacional de Investigación 
(DGIC), la fiscalía capturó a ARB, asignado a la 

100	 CIDH, MC-18-10, “Indyra Mendoza Aguilar y otras” 
(Honduras), 29 de enero de 2010.
101	 Ibid.
102	 Ibid.
103	 Ibid.
104	 Ibid.
105	 Ibid.
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Jefatura Metropolitana uno de Tegucigalpa, por el 
ataque contra Nohelia106.

En el caso concreto, a partir del ataque a Nohelia, 
no cesaron los actos de hostigamiento contra ella y 
contra quienes están participando activamente en la 
investigación. Se solicitaron medidas cautelares a la 
CIDH para Indyra Mendoza Aguilar, Nohelia Flores 
Álvarez (NEFA), FMUB y ALO. El día 29 de enero 
de 2010, la CIDH otorgó las MC-18-2010107.

Ese mismo mes, el 20 de diciembre de 2008, miem-
bros de las fuerzas policiales agredieron y detuvieron 
arbitrariamente a Bessy Ferrera (HNF), miembro de la 
Asociación Nacional de Personas Viviendo con VIH/
Sida (Asonapvsidah)108. Una patrulla de la policía se 
acercó a Bessy alrededor de las 00:30 horas. La policía 
intentó extorsionarla y cuando ella se negó, comen-
zaron a golpearla repetidamente. Uno de los policías 
la agarró del pelo y le golpeó la cabeza varias veces 
contra la puerta de vidrio de un local comercial hasta 
que el cristal se rompió. La metieron en la patrulla de 
policía y la llevaron a la posta de El Manchén. Bessy 
pidió varias veces que le permitieran hacer una llama-
da telefónica (lo que exige la ley hondureña) pero el 
policía a cargo la ignoró109.

106	 CIDH, op. cit.
107	 Ibid.
108	  Es importante mencionar que, desde el año 2006, la Red 
Lésbica Cattrachas ya había comenzado un proceso de auditorías 
sociales para evidenciar la discriminación y falta de acceso a la 
salud de personas viviendo con VIH/Sida. Escrito de solicitudes, 
argumentos y pruebas-ESAP.
109	  Red Lésbica Cattrachas, Acceso a la justicia, investiga-
ción penal y atención integral de víctimas con enfoque diferencia-
do LGBTTI, noviembre del 2021, páginas 117-121, disponible en 
https://www.cattrachas.org/_files/ugd/b262b8_93f046bec3cb48cc-
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Los policías llevaron a Bessy a un centro de salud en 
la colonia 21 de Octubre alrededor de las 3:30 a.m.110 
Una enfermera del hospital le proporcionó un teléfono 
y Bessy pudo llamar a Indyra Mendoza, coordinadora 
de la Red Lésbica Cattrachas, para pedirle ayuda111. 
Después de salir del hospital, los policías llevaron a 
Bessy a la posta de El Manchén. En el camino grita-
ban insultos como “perra del sida”, “la gente como tú 
debería estar en otro lugar”112. Varias veces le dijeron 
que saltara del vehículo en marcha. Cuando finalmente 
llegaron a la otra posta, Indyra Mendoza acudió a las 
3:30 de la madrugada a la posta de El Manchén. Bessy 
tenía la cara muy golpeada, la ropa ensangrentada, la 
pierna herida y sangrante. Indyra solicitó que liberaran 
a Bessy y le negaron la solicitud113.

Cattrachas documentó lo sucedido y trasladó la de-
nuncia a Human Rights Watch y al representante de 
país de Onusida114. Bessy estuvo retenida hasta el día 
siguiente, 21 de diciembre de 2008. Antes de liberarla, 
compareció ante un juez. Los policías la acusaron de 
dañar propiedad privada y el juez le pidió que paga-
ra por la puerta rota. Bessy, con el acompañamiento 
de Cattrachas, presentó cargos contra los agentes de 
policía el 13 de enero de 2009. Los miembros de la 
policía dijeron a los activistas locales que los hombres 
habían sido identificados, pero aún no detenidos. Aun-
que los policías fueron debidamente identificados y se 
abrió un expediente en la Fiscalía Especial de Derechos 

8ba4e2ee3b3c889d.pdf
110	 Ibid.
111	 Ibid.
112	 Ibid.
113	 Ibid.
114	 Ibid.
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El contexto referido no es ajeno al conocimiento de 
esta honorable Corte. En la sentencia del caso Vicky 
Hernández y Otras vs. Honduras, este órgano se refirió 
al tema y consideró:

[L]a violencia contra las personas LGBTTI es 
basada en prejuicios, percepciones generalmente 
negativas hacia aquellas personas o situaciones 
que resultan ajenas o diferentes. En el caso de las 
personas LGBTTI se refiere a prejuicios basados 
en la orientación sexual, identidad o expresión de 
género. Este tipo de violencia puede ser impulsada 
por el “deseo de castigar a quienes se considera 
que desafían las normas de género”120. 

 
La Corte citó al experto independiente de las Nacio-
nes Unidas sobre la protección contra la violencia y 
la discriminación por motivos de orientación sexual o 
identidad de género, que ha señalado: 

[L]a causa fundamental de los actos de violencia 
y discriminación [por orientación sexual o identi-
dad de género] es la intención de castigar sobre la 
base de nociones preconcebidas de lo que debería 
ser la orientación sexual o la identidad de género 
de la víctima, partiendo de un planteamiento bi-
nario de lo que constituye un hombre y una mujer 
o lo masculino y lo femenino, o de estereotipos de 
la sexualidad de género121. 

120	 Corte IDH, Caso Vicky Hernández y otras vs. Honduras, 
fondo, reparaciones y costas, sentencia de 26 de marzo de 2021, 
serie C, No. 422, párr. 69.
121	 Informe presentado por el experto independiente sobre la 
protección contra la violencia y la discriminación por motivos de 
orientación sexual o identidad de género, Víctor Madrigal-Bor-
loz, UN Doc. A/HRC/38/43, 11 de mayo de 2018, párr. 48.



99|

Cita de la Corte al experto independiente 
de las Naciones Unidas.
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La Corte también reconoció en el caso de Vicky Her-
nández que

[...] existía en Honduras un contexto de violencia, 
detenciones arbitrarias, homicidios y discrimina-
ción contra las personas LGBTTI, y en particular 
contra las mujeres trans que se dedicaban al traba-
jo sexual. Además, en muchos casos esa violencia 
era ejercida por integrantes de la fuerza pública122. 

 

Reacción de la Corte Interamericana de DD. HH. 
en caso de Vicky Hernández.

122	 Corte IDH, Caso Vicky Hernández y otras vs. Honduras, 
fondo, reparaciones y costas, sentencia de 26 de marzo de 2021, 
serie C, No. 422, párr. 89.
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En dicha sentencia, la Corte citó su opinión consultiva 
OC 24-7, en la cual indica: 

Los discursos discriminatorios y las consiguientes 
actitudes que responden a ellos, con base en los es-
tereotipos de heteronormatividad y cisnormativi-
dad con distintos grados de radicalización, acaban 
generando la homofobia, lesbofobia y transfobia 
que impulsan los crímenes de odio124.

6. La falta de acceso a la justicia frente 
a las diferentes formas de violencia y 

discriminación

Pese a la gravedad de la situación expuesta, las autori-
dades hondureñas no han tenido la voluntad de garan-
tizar el acceso a la justicia para las personas LGBTTI 
víctimas de violencia y discriminación, generando una 
situación de impunidad generalizada que invita a que 
este tipo de actos sigan ocurriendo.

En Honduras, la discriminación a las personas se-
xo-género-diversas es evidente, como se demuestra en 
la normativa anteriormente expuesta. La desigualdad 
permea a su vez la protección a las personas LGBTTI 
mediante actos deliberados de las y los operadores de 
justicia que afectan el acceso a la justicia. En leyes que 
protegen a las personas sexo-género-diversas, o no las 

124	 Corte IDH, Identidad de género, igualdad y no discri-
minación a parejas del mismo sexo. Obligaciones estatales en 
relación con el cambio de nombre, la identidad de género y los 
derechos derivados de un vínculo entre parejas del mismo sexo 
(interpretación y alcance de los artículos 1.1, 3, 7, 11.2, 13, 17, 
18 y 24, en relación con el artículo 1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos), opinión consultiva OC-24/17 de 24 
de noviembre de 2017, serie A, No. 24, párr. 47.
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Al momento de imprimir este libro se acumulan 557  
muertes violentas de personas LGBTTI desde 1997 
hasta 2025, historias que no debieron terminar de ma-
nera violenta, nombres que no deberían estar en estas 
páginas, sino viviendo, amando y soñando libremente. 
La memoria es un acto de resistencia. Que este libro 
sirva para que nadie olvide y para que algún día no 
haya más nombres que agregar.
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